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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: 

 

MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 31 Y ADICIÓN DE UN ARTÍCULO 31 BIS Y UN 

ARTÍCULO 31 TER A LA LEY N.° 7302, DE 8 DE JULIO DE 1992, LEY PARA 

FRENAR ABUSOS EN LA REVISIÓN DE PENSIONES 

CON CARGO AL PRESUPUESTO NACIONAL 

 

ARTÍCULO 1- Se reforma el artículo 31 de la Ley N.º 7302, de 8 de julio de 

1992, para que se lea de la siguiente manera: 

 

“Artículo 31- 

El disfrute de la pensión se suspenderá por el desempeño de cualquier cargo 

remunerado en la Administración Pública. 

 

Quedan excluidos de lo dispuesto en el párrafo anterior quienes solo reciban 

dietas como remuneración por el ejercicio del cargo, y únicamente cuando el 

monto máximo mensual que pueden percibir por dietas no supere la suma 

resultante de tres salarios base más bajo pagado en la Administración Pública, 

según la escala de sueldos de la Administración Pública emitida por la 

Dirección General de Servicio Civil.  Sin embargo, las revisiones de su pensión 

que soliciten se regirán por lo establecido el artículo 31 ter de esta Ley. 

 

A fin de cumplir con lo establecido en este artículo, las personas pensionadas 

o jubiladas deberán comunicar por escrito a la Dirección Nacional de 

Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, su reingreso a la 

función pública.  La omisión del deber de comunicación originará la obligación 

de reintegrar al Estado, en el plazo de veinte días hábiles posteriores a su 

percepción, las prestaciones de jubilación o pensión percibidas en 

incumplimiento de la prohibición indicada.  Además, deberán cancelar una 
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multa equivalente al veinticinco por ciento del monto total de dichas 

prestaciones, por concepto de cláusula penal. 

 

Si dicha devolución no se realiza dentro de plazo de veinte días hábiles 

posteriores a su percepción, el pensionado deberá reconocer los intereses 

moratorios vencidos. Para estos efectos se aplicará lo dispuesto por el artículo 

1163 del Código Civil. 

 

Las cantidades que se recauden por concepto de la multa y los intereses 

moratorios ingresarán a la caja única del Estado y el Poder Ejecutivo deberá 

garantizar que dichos recursos se asignen para el pago oportuno de los 

regímenes especiales de pensiones con cargo al presupuesto nacional. 

 

La Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad 

Social tienen la obligación de adoptar, de oficio, los controles internos 

necesarios para garantizar el cumplimiento de la prohibición establecida en el 

presente artículo. El Estado y los demás entes de la Administración Pública 

deberán brindar la información pertinente requerida por la Dirección Nacional 

de Pensiones para cumplir con los controles.  El incumplimiento de estas 

obligaciones constituirá falta grave de servicio de los funcionarios 

responsables. 

 

Lo dispuesto en este artículo se aplicará también a los diputados, quienes 

deberán renunciar temporalmente a su pensión, si estuvieran en el disfrute de 

ella, durante todo el período que dure su gestión.  Esta renuncia será condición 

indispensable para el disfrute de las dietas y demás remuneraciones 

correspondientes a dicho cargo.” 

 

ARTÍCULO 2- Se adiciona un nuevo artículo 31 bis y un nuevo artículo 31 ter 

a la Ley N.º 7302, de 8 de julio de 1992, que se leerán como se indica a continuación: 
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“Artículo 31 bis. - 

 

Lo dispuesto en el Artículo 31 de esta Ley no se aplicará a las personas que 

perciban una pensión en calidad de pareja supérstite.   

 

Las personas que perciban una pensión regulada por esta Ley en calidad de 

pareja supérstite podrán seguir percibiendo la pensión, aunque desempeñen 

un cargo remunerado en la Administración Pública, siempre que la 

remuneración total pagada por dicho cargo no supere la suma resultante de 

cinco salarios base más bajo pagado en la Administración Pública, según la 

escala de sueldos de la Administración Pública emitida por la Dirección 

General de Servicio Civil.  En caso de que la remuneración total supere la 

suma indicada se aplicará la suspensión de conformidad con lo dispuesto en 

el Artículo 31 de esta Ley. 

 

A fin de cumplir con lo establecido en este artículo, las personas con derecho 

a percibir una pensión regulada por esta Ley en calidad de pareja supérstite 

deberán presentar a la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de 

Trabajo y Seguridad Social la respectiva certificación de su remuneración 

actual. 

 

La omisión del deber de comunicación originará la obligación de reintegrar al 

Estado, en el plazo de veinte días hábiles posteriores a su percepción, las 

prestaciones de jubilación o pensión percibidas en incumplimiento de la 

prohibición indicada.  Además, deberán cancelar una multa equivalente al 

veinticinco por ciento del monto total de dichas prestaciones, por concepto de 

cláusula penal. 

 

Si dicha devolución no se realiza dentro de plazo de veinte días hábiles 

posteriores a su percepción, el pensionado deberá reconocer los intereses 
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moratorios vencidos. Para estos efectos se aplicará lo dispuesto por el artículo 

1163 del Código Civil. 

 

Las cantidades que se recauden por concepto de la multa y los intereses 

moratorios ingresarán a la caja única del Estado y el Poder Ejecutivo deberá 

garantizar que dichos recursos se asignen para el pago oportuno de los 

regímenes especiales de pensiones con cargo al presupuesto nacional. 

 

La Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad 

Social tienen la obligación de adoptar, de oficio, los controles internos 

necesarios para garantizar el cumplimiento de la prohibición establecida en el 

presente artículo. El Estado y los demás entes de la Administración Pública 

deberán brindar la información pertinente requerida por la Dirección Nacional 

de Pensiones para cumplir con los controles.  El incumplimiento de estas 

obligaciones constituirá falta grave de servicio de los funcionarios 

responsables.” 

 

“Artículo 31 ter- 

 

Todas las personas pensionadas que perciban una pensión regulada por esta 

Ley, que suspendan sus derechos de pensión o jubilación por ingresar a 

laborar en la Administración Pública, se regirán por las siguientes reglas en lo 

relativo a la revisión de los montos de dichos derechos: 

a) Únicamente tendrán derecho a solicitar la revisión del monto de su 

pensión o jubilación las personas que después de haberse reintegrado a la 

función pública han cotizado para el régimen respectivo. 

 

b) Para efectos de esta revisión se tomará como base el monto de 

pensión que la persona beneficiaria disfrutó antes de reingresar a laborar. 
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c) Solo procederá incrementar dicho monto por el equivalente al aumento 

en el costo de vida correspondiente al período laborado, en un porcentaje igual 

a la variación del Índice de Precios al Consumidor (IPC), calculado por el 

Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC) para dicho período. 

 

d) La solicitud de revisión deberá presentarla la persona interesada, en 

el plazo de un mes a partir de la fecha en que cesó en su desempeño del 

cargo. 

 

Para quienes pertenezcan a otros regímenes de pensiones que no faculten la 

revisión y que reingresen a laborar en la Administración Pública, se aplicarán, 

a efecto de revisar el monto de su jubilación, las disposiciones señaladas en 

la presente norma.” 

 

TRANSITORIO I.- Lo dispuesto en el artículo 31 bis adicionado a la Ley N.º 7302, 

de 8 de julio de 1992, mediante el artículo 2 de esta ley, aplicará únicamente a las 

personas que comiencen a percibir una pensión en calidad de pareja supérstite a 

partir de la fecha de entrada en vigencia de esta Ley. 

 

Rige tres meses después de su publicación. 

 

 
 

 


